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  Corte Suprema de Justicia
   Sala de Casación Civil

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE CASACIÓN CIVIL
Magistrado Ponente
FERNANDO GIRALDO GUTIÉRREZ
Bogotá D.C., siete (7) de junio de dos mil doce (2012)
Aprobado en sesión de seis (6) de junio de dos mil doce (2012).
Ref: Exp. 1100122030002012-00851-01
Decide la Corte la impugnación formulada contra el fallo de 16 de mayo de 2012, proferido por la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, por medio del cual negó la tutela de Carlos Alberto Cubillos Jiménez frente al Juzgado Diecinueve Civil del Circuito de esta capital, actuación a la que fueron llamados el Banco Central Hipotecario, Ana Judith Cubillos de Rozo, Central de Inversiones S.A. y María Gladys Lumbaque Figueroa. 
ANTECEDENTES

I.- El accionante, obrando directamente, sostiene que el encartado le violó las prerrogativas fundamentales al acceso a la administración de justicia, debido proceso e igualdad.
II.- Circunscribe la vulneración a que el convocado no le concedió un amparo de pobreza que necesitaba para iniciar un incidente de levantamiento de embargo.
III.- Sustenta su reclamo en los siguientes hechos (folios 82 a 86 del cuaderno 1):

a.-) Que es legítimo poseedor de un inmueble hace más de veinte años, y que el mismo fue embargado dentro del proceso ejecutivo hipotecario del BCH contra Ana Judith Cubillos de Rozo, del cual conoce el Juzgado Diecinueve Civil del Circuito de Bogotá.

b.-) Que el 25 de enero de 2012 se llevó a cabo la respectiva diligencia de secuestro y, el 2 de marzo siguiente, el actor acudió al funcionario de la causa solicitando amparo por pobre, pues, no tenía los recursos económicos para contratar un abogado que pidiera el levantamiento de tal medida.

c.-) Que su pedimento fue negado por no haber sido formulado simultáneamente con la actuación que se pretendía realizar.
d.-) Que presentó reposición y en subsidio apelación frente a esa decisión, sin embargo, la autoridad enjuiciada le manifestó que no podía actuar por no ser abogado. 
e.-) Que el remate le causará un perjuicio irremediable.

IV.- Pretende que se protejan sus garantías; se dé trámite a su ruego, y se le designe un profesional del derecho (folio 87 ídem). 
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS
El Juez acusado señaló que no transgredió las prerrogativas denunciadas, toda vez que el procedimiento surtido se ajustó a las normas que regulan la materia; que el quejoso, a través de representante judicial, impugnó el auto que fijó fecha para la almoneda, recurso que no ha sido desatado, y que también está pendiente de resolverse la alzada contra la providencia que rechazó de plano el incidente de levantamiento de embargo incoado por el querellante (folios 93 a 95 ibídem).
Central de Inversiones S.A. indicó que desconoce el contenido del escrito de tutela (folios 112 y 113 ejusdem).
FALLO DEL TRIBUNAL
Negó la salvaguardia implorada al estimar que el beneficio reclamado por el peticionario era improcedente, pero por motivos diferentes a los esbozados por el accionado, esto es, por cuanto aquel no tiene la calidad de parte en el ejecutivo; así mismo, por estar en curso la apelación interpuesta por el abogado del promotor frente el rechazo de plano del referido incidente (folios 114 a 119 del cuaderno 1).
IMPUGNACIÓN

La interpone el gestor aduciendo que el legislador no limitó el amparo de pobreza a las partes y que la interpretación del acusado es errada; además, aseguró que la Corte Constitucional ha manifestado que tal beneficio puede ser pedido por cualquier persona sin importar su condición respecto del litigio, según se desprende de las sentencias C-037 de 1996 y C-1512 de 2000 (folios 137 a 142).
CONSIDERACIONES

1.- La controversia se centra en establecer si el encartado vulneró las garantías del actor, al negarle un amparo de pobreza y no tramitar el levantamiento de una medida cautelar. 

2.- La tutela está prevista en la Carta Política para proteger de forma inmediata y efectiva las prerrogativas esenciales de las personas, cuando fueren desconocidas o amenazadas por cualquier autoridad pública o por particulares, a menos que su titular tenga o haya contado con la posibilidad de hacerlas prevalecer por otros medios legales. Ahora bien, es sabido que las determinaciones judiciales sólo son susceptibles de ser cuestionadas por esta vía cuando comporten una “vía de hecho”, siempre que se solicite el resguardo en forma oportuna.

3.- Están demostrados, con incidencia en el asunto bajo estudio, los siguientes eventos:

a.-) Que Carlos Alberto Cubillos Jiménez acudió al proceso ejecutivo hipotecario del Banco Central Hipotecario contra Ana Judith Cubillos de Rozo, aduciendo ser poseedor del bien allí secuestrado y pidiendo amparo de pobreza (folio 29 del cuaderno 1).

b.-) Que el 5 de marzo de 2012, el Juzgado Diecinueve Civil del Circuito de Bogotá denegó su solicitud, toda vez que el memorial allegado por aquel no se presentó simultáneamente “con la actuación  que pretend[ía] formular”; proveído frente al cual interpuso reposición y en subsidio apelación (folios 30 a 32 ídem).
c.-) Que en auto del 21 siguiente, la autoridad de la causa señaló que era improcedente resolver los remedios planteados por el actor, porque no se acreditó su calidad de abogado (folio 38 ibídem).
d.-) Que posteriormente el quejoso, a través de apoderado, instauró un incidente de desembargo, el cual fue rechazado de plano por extemporáneo; proveído que impugnado fue ratificado por el funcionario de conocimiento y actualmente se encuentra surtiendo la alzada (folios 66 y 95 ejusdem).
4.- Se acogerá la oposición propuesta y, por ende, se concederá la protección, por las razones que pasan a mencionarse:

a.-) Excepcionalmente, cuando se configura una “vía de hecho”, procede la tutela frente a actuaciones judiciales, es decir, es necesario que se evidencie un proceder desacertado, infundado e inconsistente por parte del administrador de justicia, para que sea viable conceder la salvaguardia.
En el caso bajo estudio, es evidente que el Juzgado cuestionado incurrió en una arbitrariedad al negar el amparo de pobreza con el argumento de que el mismo no fue presentado simultáneamente con la actuación que se pretendía adelantar, pues, tal exigencia no está contemplada en la ley para las personas que están actuando directamente, esto es, sin la intervención de un profesional del derecho.

Lo anterior, toda vez que el inciso 3º del artículo 161 del Código de Procedimiento Civil establece que “cuando se trate de demandado o persona citada o emplazada para que concurra al proceso y actúe por medio de apoderado,… el solicitante deberá presentar, simultáneamente, la contestación de aquélla, el escrito de intervención y la solicitud de amparo; si fuere el caso de designarle apoderado, el término para contestar la demanda o para comparecer se suspenderá hasta cuando éste acepte el encargo”, mas no impone la carga a quienes obran sin representante.
En el mismo sentido esta Corte expuso que “[t]eniendo en cuenta las consideraciones precedentes y los hechos en que se funda la presente acción, es evidente que le asiste razón al accionante al plantear la queja constitucional, toda vez que como se desprende del plenario, los funcionarios judiciales accionados efectuaron una incorrecta interpretación del artículo 161 del C.P.C. al considerar que el amparo de pobreza se debe solicitar en el presente caso, simultáneamente con el incidente de desembargo, conclusión a la que arribaron al asimilar la oportunidad procesal con la que, a su juicio, en forma equivocada, la norma citada otorga al demandado” (sentencia del 12 de septiembre de 2001 Exp. T. No. 0038-01, reiterada el 30 de octubre de 2007, exp. 0438-01).
De tal manera que el enjuiciado obró en contravía de la ley y jurisprudencia vigentes, sin motivación valedera alguna y, por lo tanto, su decisión estructuró una vía de hecho.
b.-) Contrario a lo expuesto por el Juez Constitucional de primer grado, no puede decirse tajantemente que la solicitud de “amparo de pobreza” elevada por el promotor esté llamada a fracasar por el hecho de que éste no es sujeto procesal dentro del litigio ejecutivo, pues, la normatividad no excluye la aplicación de dicha figura para aquellas personas que sin ser parte de la litis puedan verse afectadas por lo que allí se decida, como sucede con el supuesto poseedor de un inmueble que fue secuestrado dentro de un ejecutivo.
En efecto, el artículo 160 de la aludida codificación establece que “se concederá el amparo de pobreza a quien no se halle en capacidad de atender los gastos del proceso sin menoscabo de lo necesario para su propia subsistencia y la de las personas a quienes por ley debe alimentos, salvo cuando pretenda hacer valer un derecho litigioso adquirido a título oneroso”, sin limitar tal auxilio al demandante y su contraparte; por lo tanto, sería razonable que el funcionario de la causa considerara que si los intervinientes dentro de los pleitos están facultados para implorar justicia, también pueden rogar el plurimencionado beneficio.
En un caso similar, la Sala explicó que “a diferencia de lo sostenido por el Tribunal en el fallo impugnado, la accionante contaba con otro medio de defensa judicial ya que está expresamente previsto en el artículo 687 numeral  8° que se levantarán las medidas de embargo y secuestro si un tercero poseedor que no se opuso a la práctica de la diligencia de secuestro, solicita al juez del conocimiento, dentro de los veinte días siguientes, que se declare que tenía la posesión material del bien al tiempo en que aquella se practicó y obtiene decisión favorable. La solicitud se tramitará como incidente y el solicitante, además de probar su posesión debe prestar caución que garantice el pago de las costas y la multa lleguen a causarse… Tampoco es de recibo el argumento de la accionante referente a que aunque sabe de la existencia del medio judicial aludido, carece de medios económicos para prestar la caución que establece el citado artículo, por cuanto aún en este evento y de ser probada su absoluta incapacidad económica puede solicitar el amparo de pobreza” (sentencia de 8 de marzo de 2000, exp. 8470).  

c.-) Finalmente, erró el a-quo al estimar que la inconformidad del gestor está pendiente de ser resuelta en la apelación que presentó contra el rechazo al incidente de desembargo, puesto que, según consta en el expediente, el recurso de reposición únicamente atacó la oportunidad para pedir el levantamiento de la medida.

En otras palabras, el argumento de prematurez esbozado por el Tribunal no es de recibo, porque lo que está debatiéndose no es la concesión del amparo por pobre sino la temporalidad del incidente.

De lo expuesto, surge la transgresión de los derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia y debido proceso de Cubillos Jiménez y, por ende, aparece necesaria la intervención protectora de la autoridad constitucional.

5.- Consecuentemente, se ordenará al Juzgado encartado que, tras dejar sin efecto el auto de 5 de marzo de 2012, vuelva a decidir como corresponda, teniendo en cuenta los anteriores razonamientos y la normatividad que disciplina el amparo de pobreza.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

Primero: Revocar la sentencia impugnada.

Segundo: Conceder la tutela impetrada por Carlos Alberto Cubillos Jiménez.

Tercero: Ordenar al Juzgado Diecinueve Civil del Circuito de Bogotá que, en el término de cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, deje sin efecto el auto de 5 de marzo de este año y las actuaciones que de él se derivaron, específicamente los autos de 21 y 29 de los mismos mes y año, para que vuelva a decidir lo pertinente, teniendo en cuenta los razonamientos contenidos en la parte motiva de este fallo. 

Cuarto: Comunicar telegráficamente lo aquí resuelto a las partes y oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese

FERNANDO GIRALDO GUTIÉRREZ
MARGARITA CABELLO BLANCO

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA
ARIEL SALAZAR RAMÍREZ
ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ
JESÚS VALL DE RUTÉN RUIZ

Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Suprema de Justicia.
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